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cauces y orillas de los ríos por medios capaces de causar graves daños a los recursos naturales 
o al medio ambiente.

Que el propósito del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 (PND 2022-2026) Colombia 
potencia mundial de la vida, expedido mediante la Ley 2294 del 19 mayo de 2023, es sentar 
las bases para que el país se convierta en un líder de la protección de la vida, a partir de la 
construcción de un nuevo contrato social que propicie la superación de injusticias y exclusiones 
históricas, la no repetición del conflicto, el cambio en el relacionamiento con el ambiente, y 
una transformación productiva sustentada en el conocimiento y en armonía con la naturaleza.

Que la Sentencia T-622 de 2016 de la Corte Constitucional ordenó al Ministerio de Defensa 
Nacional, a la Policía Nacional, a la Unidad contra la Minería Ilegal y al Ejército Nacional de 
Colombia, entre otros, a elaborar un plan de acción para neutralizar y erradicar definitivamente 
las actividades de minería ilegal en el río Atrato y en el departamento de Chocó, incluyendo 
acciones de incautación y neutralización de dragas y en general de la maquinaria utilizada en 
estas labores.

Que una vez efectuados los estudios y el análisis expuesto en la memoria justificativa, se 
modificará el Decreto número 2235 de 2012, a efecto de ampliar las facultades operativas, 
incluyendo al Ejército Nacional y la Armada Nacional, con el fin de ser eficientes en la 
estrategia para combatir la minería ilegal.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modificación. Modifíquese los artículos 2.5.7.2 y 2.5.7.3 del Capítulo 2, del 
Título 7, de la Parte 5, del Libro 2 del Decreto 1070 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 
Sector Administrativo de Defensa, los cuales quedarán así:

“Artículo 2.5.7.2. Ejecución de la medida de destrucción. La Policía Nacional, el Ejército 
Nacional y la Armada Nacional son las autoridades competentes para ejecutar la medida de 
destrucción, inhabilitación o neutralización de la maquinaria pesada y sus partes, que esté 
siendo utilizada en actividades de exploración o explotación de minerales sin el correspondiente 
título minero inscrito en el Registro Minero Nacional y licencia ambiental, cuando esta última 
se requiera, sin perjuicio de la medida de incautación o decomiso en caso de ser procedente.

En caso de flagrancia, la Policía Nacional, el Ejército Nacional y la Armada Nacional 
procederán con la medida de incautación de la maquinaria pesada y sus partes que esté siendo 
utilizada en actividades de exploración o explotación de minerales, y, al corroborar que no se 
cuenta con el correspondiente título minero y licencia ambiental debidamente otorgado por 
la autoridad competente, se procederá a ejecutar la medida de destrucción en caso de ser 
procedente.

Parágrafo 1°. La información del título minero y la licencia ambiental, que deben ser 
verificados para los casos en flagrancia, deberá ser suministrada a la Policía Nacional el 
Ejército Nacional o la Armada Nacional de forma inmediata por parte de las autoridades 
competentes, para facilitar los procedimientos de destrucción de la maquinaria en caso de ser 
necesario.

Parágrafo 2°. Dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la entrada en vigencia del 
presente decreto, las autoridades ambientales regionales y urbanas deberán suministrar al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible la información actualizada sobre las licencias 
ambientales vigentes o planes de manejo ambiental otorgados para la actividad minera dentro 
de su jurisdicción. Cada vez que la autoridad ambiental regional o urbana otorgue una nueva 
licencia ambiental para actividades mineras informará inmediatamente al Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 2.5.7.3. Oposición. Con el fin de salvaguardar los derechos de quienes ejerzan 
la exploración o explotación de minerales con cumplimiento de los requisitos legales, si, 
al momento de ejecutar la medida la Policía Nacional, el Ejército Nacional y la Armada 
Nacional reciben información del mero tenedor, poseedor o propietario de la maquinaria 
sobre la existencia del título minero y licencia ambiental, o su equivalente, cuando esta última 
se requiera, procederá la suspensión de la medida de destrucción solamente si el respectivo 
documento es exhibido por el interesado de manera inmediata, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Ley 1333 de 2009. En este caso, procederán, en el acto, a verificar la información 
suministrada con la autoridad competente. De no coincidir con la información oficial, se 
ejecutará la medida”.

Artículo 2°. El presente decreto deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial 
los artículos 2° y 3° del Decreto número 2235 de 2012, compilados en los artículos 2.5.7.2 y 
2.5.7.3 del Capítulo 2, del Título 7, de la Parte 5, del Libro 2 del Decreto número 1070 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Defensa.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 14 de agosto de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Defensa Nacional,

Iván Velásquez Gómez.

Ministerio de Salud y  
Protección Social

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00001440 DE 2024

(agosto 14)
por medio de la cual se modifica la Resolución número 5185 de 2013, por la que se 
fijan los lineamientos para que las Empresas Sociales del Estado adopten el estatuto de 

contratación que regirá su actividad contractual.
El Ministro de Salud y Protección Social, en uso de sus facultades legales, en especial 

las conferidas por el artículo 76 de la Ley 1438 de 2011, y
CONSIDERANDO:

Que en cumplimiento de lo previsto en el artículo 76 de la Ley 1438 de 2011, el 
Ministerio de Salud y Protección Social expidió la Resolución número 5185 de 2013 “Por 
medio de la cual se fijan los lineamientos para que las Empresas Sociales del Estado 
adopten el estatuto de contratación que regirá su actividad contractual”.

Que se requiere realizar ajustes a la referida resolución con el fin de precisar algunos 
de los lineamientos dados, los cuales harán parte del Estatuto de Contratación de las 
Empresas Sociales del Estado, en especial en lo que hace referencia a la contratación 
de proyectos de obras de adecuación, ampliación y construcción de infraestructura y de 
dotación biomédica, cuya fuente de financiación sean recursos del Presupuesto General 
de la Nación.

Que las Empresas Sociales del Estado constituyen una categoría especial de entidad 
pública descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía 
administrativa, creadas por la ley o por las Asambleas o Concejos, según el caso, sometidas 
al régimen jurídico previsto en el Capítulo III, Título II del Libro II de la Ley 100 de 1993 
y sus modificaciones contenidas en las Leyes 1122 de 2007 y 1438 de 2011.

Que el numeral 6 del artículo 195 de la Ley 100 de 1993, establece que las Empresas 
Sociales del Estado se someterán al régimen contractual de derecho privado, pero podrán, 
discrecionalmente, utilizar las cláusulas excepcionales previstas en el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública.

Que si bien las Empresas Sociales del Estado cuentan con un régimen privado para 
adelantar su contratación, no puede desconocerse que dentro de los fines de la contratación 
que involucra recursos públicos, el artículo 3° de la Ley 80 de 1993 establece que “Los 
servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución 
de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y 
eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses 
de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”, y 
en este sentido, la gestión contractual por parte de las Empresas Sociales del Estado 
debe corresponder a los principios de eficiencia, selección objetiva y transparencia en 
la selección de contratistas bajo condiciones de igualdad para todos los interesados en 
participar del proceso, neutralidad y reglas claras para la presentación de ofertas, garantía 
del derecho de contradicción, publicidad de las actuaciones del proceso, informes y actos 
administrativos motivados, escogencia objetiva del contratista que ofrezca la oferta más 
favorable para la entidad y que sea consecuente con los fines de la misma, y de esta manera 
evitar la configuración de cualquier actividad que pueda generar un daño antijurídico para 
la administración.

Que, así mismo, la Ley 1150 de 2007 “Por medio de la cual se introducen medidas 
para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones 
generales sobre la contratación con Recursos Públicos”, busca que las entidades públicas 
planifiquen adecuadamente el gasto público que tiene como fin satisfacer las necesidades de 
la comunidad sin despilfarro y en busca del interés general, con transparencia en el ejercicio 
de la actividad contractual atendiendo y observando los principios rectores a saber: debido 
proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 
transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, eficiencia, economía y celeridad, los 
cuales se encuentran desarrollados en el artículo 4° de la Resolución número 5185 de 2013 
“Por medio de la cual se fijan los lineamientos para que las Empresas Sociales del Estado 
adopten el estatuto de contratación que regirá su actividad contractual”,

Que en virtud de lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley 1438 de 2011, corresponde 
al Ministerio de Salud y Protección Social definir los lineamientos para que las Juntas 
Directivas de las Empresas Sociales del Estado adopten sus estatutos de contratación, 
y dado que los procesos de selección de contratista que devengan de dichos estatutos 
involucran recursos del Presupuesto General de la Nación, conllevan a su vez la necesidad 
de la implementación de buenas prácticas y estándares en materia contractual en las 
Empresas Sociales del Estado, promoviendo la transparencia y la libre competencia en el 
desarrollo de la gestión pública y prevenir así el daño antijurídico.

Que con fundamento en lo antes expuesto, se hace necesario realizar algunos ajustes a 
la Resolución número 5185 de 2013.

En mérito de lo expuesto,
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RESUELVE:
Artículo 1°, Modifíquese el artículo 9° de la Resolución número 5185 de 2013, el cual 

quedará así:
“Artículo 9°. Fase de Planeación. Comprende, entre otras, las siguientes actividades:
9.1.	 Estudios y documentos previos. Los estudios y documentos previos son el soporte 

para tramitar los procesos de contratación de la entidad, los cuales deberán 
contener los siguientes elementos, además de los especiales para cada modali-
dad de selección:

9.1.1. La descripción de la necesidad que se pretende satisfacer con el proceso de 
contratación.

9.1.2. Objeto a contratar con sus especificaciones, las autorizaciones, permisos y 
licencias requeridos para su ejecución, y cuando el contrato incluye diseño y 
construcción, los documentos técnicos para el desarrollo del proyecto.

9.1.3. La modalidad de selección del contratista y su justificación, incluyendo los 
fundamentos jurídicos.

9.1.4. El valor estimado del contrato y la justificación del mismo.
9.1.5. Los criterios para seleccionar la oferta más favorable, en el caso que se re-

quiera.
9.1.6. El análisis de riesgo y la forma de mitigarlo.
9.1.7. Las garantías exigidas en el proceso de contratación.
9.2.	 Términos de condiciones. En los casos de convocatoria pública siempre se re-

querirá la elaboración de los términos de condiciones, para lo cual se deberá 
tener en cuenta:

9.2.1. La descripción técnica, detallada y completa del bien o servicio objeto del con-
trato.

9.2.2. La modalidad del proceso de selección y su justificación.
9.2.3. Los criterios de selección, los cuales deben ser claros y completos, que no in-

duzcan a error a los oferentes o impidan su participación, y aseguren una selec-
ción objetiva.

9.2.4. Las condiciones de costo y/o calidad que la Empresa Social del Estado tendrá 
en cuenta para la selección objetiva, de acuerdo con la modalidad de selección 
del contratista.

9.2.5. Las reglas aplicables a la presentación de las ofertas y su evaluación, indicando 
los requisitos que otorguen puntaje con la descripción de los mismos, la manera 
como se evaluarán y ponderarán y las reglas de desempate, así como las reglas 
para la adjudicación del contrato.

9.2.6. Las causas que dan lugar a rechazar una oferta, teniendo en cuenta que la au-
sencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación 
o al proponente, no necesarios para la comparación de propuestas, no servirá 
de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos.

9.2.7. El valor del contrato, el plazo, el cronograma de pagos y la determinación de 
si hay lugar a la entrega de recursos por concepto de anticipo, y si lo hubiere, 
indicar su valor, el cual debe tener en cuenta los rendimientos que este pueda 
generar. En los procesos de contratación de obras de adecuación, ampliación y 
construcción de infraestructura y de dotación biomédica cuya fuente de finan-
ciación sean recursos del Presupuesto General de la Nación, en los que la enti-
dad beneficiaria y/o receptora estime otorgar recursos por concepto de anticipo 
o pago anticipado, de manera previa se deberá justificar técnica y financiera-
mente la necesidad de pactar dicha figura, y presentarla para aprobación del 
Ministerio de Salud y Protección Social a través de la Subdirección de Infraes-
tructura en Salud, quien a su vez deberá expedir por escrito la aprobación o no 
del uso del anticipo o del pago anticipado. En caso de ser aprobada la figura del 
anticipo o pago anticipado, el mismo no podrá superar el 15% del valor total 
del contrato; así mismo la entidad beneficiaria y/o receptora deberá exigir al 
contratista previo al giro, la constitución de una fiducia.

9.2.8. El certificado de disponibilidad presupuestal.
9.2.9. Los riesgos asociados al contrato, la forma de mitigarlos y la asignación del 

riesgo entre las partes contratantes.
9.2.10. Las garantías exigidas en el proceso de contratación y sus condiciones. En los 

contratos de obras de adecuación, ampliación y construcción de infraestructura 
y de dotación biomédica, cuya fuente de financiación sean recursos del Presu-
puesto General de la Nación, en las garantías que se constituyan se debe incluir 
al Ministerio de Salud y Protección Social como beneficiario de los amparos.

9.2.11.  Los términos, condiciones y minuta del contrato.
9.2.12. Los términos de la supervisión y/o de la interventoría del contrato.
9.2.13. El plazo dentro del cual la Empresa Social del Estado puede expedir adendas.
9.2.14. El cronograma, el cual debe contener las fechas, horas, plazos para las activi-

dades propias del proceso de contratación, los tiempos para presentar propues-
ta, adjudicar el contrato, suscribirlo y cumplir los requisitos necesarios para 
comenzar la ejecución. Cuando se trate de contratos de obras de adecuación, 

ampliación y construcción de infraestructura y de dotación biomédica cuya 
fuente de financiación sean recursos del Presupuesto General de la Nación, los 
plazos para presentar propuestas no podrán ser inferiores a quince (15) días 
calendario contados a partir de la apertura del proceso. La evaluación de dichas 
propuestas no podrá realizarse en un término inferior a cinco (5) días hábiles. 
Así mismo, el plazo para dar respuesta a las observaciones de la evaluación 
deberá ser de mínimo cinco (5) días hábiles a partir de su recepción.

9.2.15. Lugar físico o electrónico en donde se pueden consultar los términos de con-
diciones, estudios y documentos previos. Cuando se trate de contratos de obras 
de adecuación, ampliación y construcción de infraestructura y de dotación bio-
médica cuya fuente de financiación sean recursos del Presupuesto General de la 
Nación, los documentos precontractuales deberán estar disponibles para con-
sulta en Secop II una vez sean expedidos por la entidad, y de igual manera se 
deberá informar a la Subdirección de Infraestructura en Salud el enlace directo 
a través del cual se puede acceder a toda la información del proceso precontrac-
tual ingresada en Secop II.

9.2.16. El lugar donde se debe hacer la entrega de las propuestas. Cuando se trate de 
contratos de obras de adecuación, ampliación y construcción de infraestructura 
y de dotación biomédica cuya fuente de financiación sean recursos del Presu-
puesto General de la Nación, las propuestas deberán ser presentadas en Secop 
II en módulo de contratación régimen especial con ofertas, y en caso de que la 
Empresa Social del Estado no cuente con conectividad, deberá justificar debida-
mente dicha situación y en consecuencia las propuestas y su evaluación deberán 
ser cargadas de manera concomitante para consulta en Secop II en el módulo de 
contratación régimen especial sin ofertas.

9.2.17. La aplicación o no de las cláusulas excepcionales previstas en el Estatuto 
General de la Administración Pública.

9.2.18. Los demás asuntos que se consideren pertinentes de acuerdo con la modalidad 
de selección.

Parágrafo 1°. Las Empresas Sociales del Estado, en su estatuto de contratación, 
establecerán los casos en los cuales se requerirá la elaboración de los términos de 
condiciones para efectos de la contratación directa.

Parágrafo 2°. Para la contratación de obras de adecuación, ampliación y construcción 
de infraestructura y de dotación biomédica cuya fuente de financiación sean recursos 
del Presupuesto General de la Nación, el proceso de selección se deberá realizar por 
convocatoria pública sin importar la cuantía. El Ministerio de Salud y Protección 
Social expedirá una Guía que brinde a las Empresas Sociales del Estado elementos 
para la formulación y elaboración de términos de condiciones para buenas prácticas de 
contratación. Una vez sea expedida dicha guía, las Empresas Sociales del Estado deberán 
tenerla en cuenta para sus trámites contractuales.

Parágrafo 3°. En los contratos de adecuación, ampliación y construcción de 
infraestructura cuya fuente de financiación sean recursos del Presupuesto General de 
la Nación que se celebren como resultado de un proceso de convocatoria pública, la 
interventoría deberá ser contratada por convocatoria pública con una persona natural o 
jurídica independiente de la entidad contratante y del contratista quienes responderán por 
los hechos y omisiones que le fueren imputables.”

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 10 de la Resolución número 5185 de 2013, el cual 
quedará así:

“Artículo 10. Fase de selección. La Empresa Social del Estado debe determinar la 
oferta más favorable teniendo en cuenta las normas aplicables a cada modalidad de 
selección del contratista.

En los procesos de contratación por convocatoria pública, la Empresa Social del 
Estado conformará un comité de apoyo a la actividad contractual el cual tendrá por 
objeto hacer recomendaciones al ordenador de gasto en materia contractual, atendiendo 
los principios de transparencia, igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad de que trata el artículo 209 de la Constitución Política. Serán 
algunas de sus funciones:

a)	 Recomendar al ordenador del gasto la adjudicación o declaratoria de desierta 
de los procesos de selección que se adelanten y la celebración de los contratos 
que se requieran.

b)	 Verificar la existencia de disponibilidad presupuestal.
c)	 Recomendar al ordenador de gasto la suscripción de las adiciones, modificacio-

nes y prórrogas de los contratos o convenios.
d)	 Las demás recomendaciones que resulten necesarias en aras de garantizar una 

selección objetiva en los procesos de contratación y las que se encuentren rela-
cionadas en el Estatuto y Manual de Contratación.

El Comité estará conformado como mínimo por tres integrantes que tengan formación 
o experiencia en temas jurídicos, financieros y técnicos, los cuales podrán ser de la planta 
de personal o personal contratado por la entidad.

La adjudicación de los procesos de selección adelantados mediante convocatoria 
pública por la Empresa Social del Estado se hará en audiencia pública. En dicha audiencia 
participarán el Gerente de la Empresa Social del Estado o quien este haya delegado la 
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facultad de adjudicar y, además podrán intervenir en ella los servidores públicos y demás 
colaboradores que hayan elaborado los estudios y evaluaciones, los proponentes y las 
demás personas que deseen asistir. De la audiencia se levantará un acta en la que se 
dejará constancia de las deliberaciones y decisiones que en el desarrollo de la misma se 
hubieren producido, la cual hará parte integral del acto administrativo de adjudicación o 
de declaratoria de desierto.”

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 16 de la Resolución número 5185 de 2013, el cual 
quedará así:

“Artículo 16. Adecuación de reglamentos de contratación a los lineamientos 
establecidos en la presente resolución. Las Juntas Directivas de las Empresas Sociales 
del Estado, dentro de los dos (2) meses siguientes a la entrada en vigencia del presente 
acto administrativo, ajustarán sus Estatutos de contratación para incluirlo aquí definido. 
Dentro del mes siguiente a la expedición de los estatutos ajustados, el Gerente o Director 
deberá adecuar los manuales de contratación de la respectiva entidad a dicho estatuto. 
Dentro de los cinco (5) días siguientes a la finalización del anterior término, el estatuto 
y el manual de contratación deberán ser publicados en la página web de la Empresas 
Sociales del Estado, en caso de no contar con página se publicará en un sitio visible al 
público. Adicionalmente se deberá publicar en la página web del Ministerio de Salud y 
Protección Social, para lo cual este Ministerio dará las instrucciones correspondientes.

Si la Empresa Social del Estado realiza alguna modificación a los anteriores documentos, 
deberá proceder nuevamente a realizar la publicación de dichas modificaciones dentro de 
los cinco (5) días siguientes de su expedición en su página web así como en la página web 
del Ministerio de Salud y Protección Social.

Las Empresas Sociales del Estado darán cumplimiento a lo establecido en la presente 
resolución desde su entrada en vigencia, sin que sea requisito el haber ajustado el estatuto 
y el manual de contratación,”

Artículo 4°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y modifica 
los artículos 9, 10 y 16 de la Resolución número 5185 de 2013.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 14 de agosto de 2024.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 00001442 DE 2024

(agosto 14)
por medio de la cual se adopta la Undécima revisión de la Clasificación Estadística 
Internacional de Enfermedades y Problemas de Salud Conexos (CIE 11), para la 
codificación de morbilidad y mortalidad en Colombia, y se establece el periodo de 

transición de CIE 10 a CIE 11.
El Ministerio de Salud y Protección Social, en ejercicio de sus facultades legales y en 

desarrollo de los numerales 3 y 7 del artículo 173 de la Ley 100 de 1993, demás normas 
concordantes, y

CONSIDERANDO:
Que la Ley 100 de 1993, en su artículo 173, otorga al Ministerio de Salud y Protección 

Social la función de expedir las normas administrativas de obligatorio cumplimiento para 
las Entidades Promotoras de Salud, las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y las direcciones seccionales, distritales y 
locales de salud, y reglamentar la recolección, transferencia y difusión de la información 
en el subsistema al que concurren obligatoriamente todos los integrantes del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.

Que la Ley 1751 de 2015 en su artículo 5° establece que el Estado es responsable de 
respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud, para lo 
cual se dispone de herramientas tecnológicas o fuentes de información que hacen uso de 
la Clasificación Estadística Internacional de Enfermedades y Problemas de Salud Conexos 
- CIE, dentro de ellas, la historia clínica interoperable regulada por la Ley 2015 de 2020, 
los Registros Individuales de Prestaciones de Servicios (RIPS) y el Registro Único de 
Afiliados, Nacimientos y Defunciones (RUAFND).

Que el Ministerio de Salud y Protección Social emitió la Resolución número 1895 
de 2001, “Por la cual se adopta para la codificación de morbilidad en Colombia, la 
Clasificación Estadística Internacional de Enfermedades y Problemas Relacionados con 
la Salud - Décima revisión – CIE 10.”

Que, en la Resolución WHA72.15 de la 72ª Asamblea Mundial de la Salud del 28 
de mayo de 2019 se “ADOPTA la undécima revisión de la Clasificación Estadística 
Internacional de Enfermedades y Problemas de Salud Conexos (CIE-11) para que entre en 
vigor el 1° de enero de 2022, con sujeción a las disposiciones transitorias.”(WHA72.15 
2019, págs. 43 y 44, numeral 1), y a Colombia, como Estado miembro de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), le corresponde adoptar dicha resolución. 

Que el Ministerio de Salud y Protección Social, como autoridad sanitaria nacional, 
ha adoptado herramientas de software y documentación necesarias para la codificación 
de los diagnósticos, basados en la Guía para la aplicación y la transición CIE-11 de la 

OMS, haciéndose necesario que el Ministerio de Salud y Protección Social brinde los 
lineamientos para la transición hacia la CIE-11 y su uso como sistema principal en la 
clasificación y la recopilación de datos en materia de salud.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1º. Objeto. Adoptar la “Undécima revisión de la Clasificación Estadística 
Internacional de Enfermedades y Problemas de Salud Conexos CIE-11, para la codificación 
de morbilidad y mortalidad en Colombia” y establecer el periodo de transición de CIE 10 
a CIE 11.

Parágrafo: El Anexo Técnico 1 hace parte de la presente resolución, que tiene como 
objetivo definir las actividades que deben seguir las diferentes actividades, actores y 
organismos, para adoptar la undécima revisión de la Clasificación Internacional de 
Enfermedades (CIE), teniendo en cuenta los lineamientos y herramientas provistos por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS).

Artículo 2º. Ámbito de aplicación. La Undécima revisión de la Clasificación 
Estadística Internacional de Enfermedades y Problemas de Salud Conexos CIE-11 debe 
ser implementada por:

1.	 Organismos de Dirección, Vigilancia y Control del Sistema General de Seguri-
dad Social en Salud. 

2.	 Entidades Promotoras del Régimen Contributivo y Subsidiado y demás Entida-
des Obligadas a Compensar (EOC); 

3.	 Entidades pertenecientes a los Regímenes Especial y de Excepción de salud.
4.	 Secretarías de Salud de orden departamental, distrital, local o las entidades que 

hagan sus veces.
5.	 Prestadores de servicios de salud incluyendo profesionales independientes.
6.	 Compañías de Seguros para accidentes de tránsito, pólizas de hospitalización y 

cirugía o cualquier otra de protección en salud. 
7.	 La Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud (ADRES). 
8.	 Administradoras de riesgos laborales.
9.	 El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.
10.	 El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.
11.	 Todas las entidades, actores y organizaciones del sector salud que tengan parte 

en la elaboración y consolidación de los Registros Individuales de Prestación de 
Servicios de Salud (RIPS), las fichas de notificación del Sistema de Vigilancia 
Epidemiológica (SIVIGILA), que generan y reportan registros de mortalidad e 
incluyendo el módulo de Nacimientos y Defunciones adscrito a la plataforma 
de Registro Único de Afiliados al Sistema de la Protección Social (RUAF-ND), 
el registro de prescripciones (MIPRES), las historias clínicas, epicrisis y otros 
registros de morbimortalidad. 

12.	 Los demás agentes del sistema que utilicen como codificador la Clasificación 
Estadística Internacional de Enfermedades (CIE).

Artículo 3º. Periodo de transición. Las entidades, organizadores y autores a las que 
se refiere la presente resolución, tendrán un plazo máximo de doce (12) meses contados 
desde la publicación, para implementar la CIE11. Durante dicho periodo deberán dar 
cumplimiento a las actividades necesarias para la implementación de la CIE 11, previstas 
en el anexo número 1. 

Parágrafo. Durante el periodo de transición Todas las entidades, actores y organizaciones 
que deban dar cumplimiento a la presente resolución deberán continuar con la codificación 
establecida en la Resolución número 1895 de 2001 y tomar las acciones necesarias 
e indispensables que conlleven a la adopción de la CIE 11. Las entidades que inicien 
y finalicen la transición en el transcurso, deberán realizar la codificación dual (doble 
codificación: CIE 10 y CIE11). 

Artículo 4°. Vigencia. La presente resolución entrará a regir a partir de su publicación. 
La derogatoria de la Resolución número 1895 de 2001 ocurrirá una vez finalice el periodo 
de los doce (12) meses de transición establecidos en el presente acto administrativo. 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C, a 14 de agosto de 2024.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
ANEXO TÉCNICO NÚMERO 1

ORIENTACIONES PARA LA ADOPCIÓN DE LA UNDÉCIMA 
REVISIÓN DE LA CLASIFICACIÓN ESTADÍSTICA INTERNACIONAL 
DE ENFERMEDADES Y PROBLEMAS DE SALUD CONEXOS, PARA LA 
CODIFICACIÓN DE MORBILIDAD Y MORTALIDAD EN COLOMBIA

1.	 OBJETIVO
Definir las actividades que deben seguir los diferentes actores, para adoptar la undécima 

revisión de la Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE), teniendo en cuenta los 
lineamientos y herramientas provistos por la Organización Mundial de la Salud (OMS).
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